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La Evaluación de Impacto en Derechos Humanos (EIDH) es
una metodología de investigación cuyo objetivo es determi-
nar líneas base sobre el estado de los derechos humanos de
las comunidades impactadas por las actividades industriales
o de infraestructura. El proceso que deriva de este ejercicio
detona la organización comunitaria y una serie de acuerdos
que permiten que toda la investigación sea liderada por las y
los afectados, esta metodología se llama EIDH-COBHRA.1

En el caso específico de la cuenca de los ríos Sonora y Ba-
canuchi, esta investigación busca determinar el grado de
cumplimiento y/o responsabilidad tanto de la industria
minera como de las autoridades en el respeto a los
derechos humanos de las comunidades afectadas por el
derrame de lixiviados de cobre ocurrido en agosto de 2014
en el estado de Sonora. Para ello se ha diseñado y acordado
una metodología de trabajo que tiene que respetar los
derechos humanos, contar con perspectiva de género y for-
talecer la participación efectiva de las y los habitantes de
la cuenca.

Considerando la magnitud del desastre, la cantidad de per-
sonas afectadas y el contexto actual, es de destacarse que
esta investigación arrancó en 2018 con la fase de sensibi-
lización y continuó con los talleres de capacitación.



Posteriormente las propias comunidades aplicaron 380
cuestionarios en lo que se conoce como fase de autoevalua-
ción, e hicieron muestreos de agua y suelo a lo largo de 2019
y principios de 2020. Durante ese tiempo hemos identificado
varios impactos derivados del derrame y de la expansión de
la mina hacia el sur de la entidad. Entre dichas afectaciones
encontramos desabasto de agua, gran dificultad para ac-
ceder a servicios básicos de salud y agua; grandes vacíos de
información tanto por parte de la empresa como de las au-
toridades en sus distintos niveles; estrés e incertidumbre
por no saber los niveles de contaminación alcanzados desde
2014; trastornos alimenticios y deterioro en las actividades
económicas de toda la región.

En suma, se espera que esta investigación contribuya a que
las personas que viven a lo largo del río, quienes hasta el día
de hoy siguen esperando justicia por el desastre de 2014,
tengan en sus manos información fidedigna y veraz, y
puedan tener mayor participación en las decisiones que se
toman sobre los siete municipios que conforman la cuenca.
Se busca también que una vez terminado este proceso sean
las propias comunidades quienes lleven la información que
obtuvieron a todxs lxs involucradxs en los impactos identifi-
cados, para avanzar en la protección y salvaguarda de los
derechos colectivos de las y los habitantes del Río Sonora.





La Evaluación de Impacto en Derechos
Humanos (EIDH) es una herramienta
de investigación y organización comu-
nitaria con perspectiva de género, cuyo
objetivo es impulsar un proceso social
y cognitivo liderado por las comunida-
des de los ríos Sonora y Bacanuchi en
torno a los impactos ocasionados por
las actividades mineras de la región
noreste del estado de Sonora.

Tras el derrame de lixiviados de cobre
ocurrido el 6 de agosto de 2014 y,
como consecuencia de una nueva
fase de expansión de la mina Buena-
vista del Cobre, S. A. de C. V. de Grupo
México, las comunidades del río en-
frentan un doble desafío: por un lado,
mantener la lucha por el reconoci-
miento y remediación del así denomi-
nado “peor desastre ambiental en la
industria minera del país de los tiem-
pos modernos”2 y por otro lado, con-
seguir el respeto de sus derechos
frente a la creciente expansión de las
actividades mineras que amenaza con
terminar con sus recursos naturales y,
por consiguiente, con las formas de
vida de dichas comunidades.

Con esta evaluación se busca dar res-
puesta a las necesidades de informa-

ción y participación de las y los habi-
tantes del Río Sonora frente a la inmi-
nente expansión de las actividades de
minería a cielo abierto en sus territo-
rios. Hasta este momento, la lucha ju-
rídica de los Comités de Cuenca ha
conseguido su reconocimiento como
interlocutores a considerar frente a los
modelos extractivistas en el país,
ya que, la última resolución de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN) les ha reconocido su derecho
a la participación frente a este tipo
de megaproyectos que potencial-
mente afectan a sus recursos y dere-
chos. A pesar de ello, y asumiéndolo
como un reto, esta resolución aún
dista de garantizar efectivamente el
ejercicio de estos derechos y la lucha
por justicia y reparación del daño
ocasionado en agosto de 2014.3

Entiéndase este trabajo como una
herramienta colectiva de investigación
y defensa de derechos colectivos al
mismo tiempo que se hace memoria
de todos aquellos elementos que
conforman la cultura comunitaria
y la herencia identitaria que nace y
crece todos los días en los Ríos
Sonora y Bacanuchi.



El 6 de agosto de 2014 la empresa Buenavista del Cobre, S. A. de C. V.
derramó 40 mil metros cúbicos de solución de sulfato de cobre acidulado
(CuSO4) sobre los ríos Sonora y Bacanuchi como consecuencia de la
más reciente expansión de la cuarta productora de cobre a nivel
mundial.4 Al momento del desastre, la autoridad ambiental identificó
55 irregularidades cometidas por la empresa en la construcción de sus
nuevas instalaciones, mismas que, según la empresa, fueron “resueltas”
en los meses siguientes.

El desastre derivó en la conformación de un Fideicomiso de 2 mil millones
de pesos que servirían para pagar las acciones de remediación, repa-
ración y compensación por los daños ocasionados en la salud, economía
y medio ambiente de los 22 mil habitantes de la cuenca. Sin embargo, y
lejos de restituir los derechos de las comunidades, en febrero de 2017 la
Semarnat dio por concluidas las actividades del Fideicomiso, declarando
que el propósito de remediación había sido alcanzado.5 Durante esos
años, dichas actividades fueron poco transparentes y hasta la fecha se
desconocen los reportes de las últimas cuatro etapas del plan de reme-
diación ambiental, ello da cuenta de la violación del derecho de las co-
munidades a la información y participación efectiva.

En la línea de tiempo podemos observar que, a lo largo de los últi-
mos cuatro años, los Comités de Cuenca del Río Sonora (CCRS) han
impulsado actividades de difusión y denuncia sobre la falta de reme-
diación por parte de la empresa y las autoridades locales; lo que
conlleva a la negación del acceso a la justicia para las comunidades.
Los mensajes enunciados en cada aniversario del derrame tóxico se
han centrado en la estrategia jurídica, en acciones de denuncia por la
nula remediación y las distintas irregularidades en torno a los pozos,



las plantas purificadoras y la inoperante Unidad de Vigilancia Epi-
demiológica y Ambiental de Sonora (UVEAS).

En el ámbito internacional, los CCRS lograron visibilizar su problemática
en tres reportes de visita de trabajo, entre 2016 y 2018, de los Relatores
especiales sobre temas de empresas y derechos humanos; desechos
tóxicos y defensores de la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones
Unidas. Así mismo, representantes de los mismos CCRS han posicionado



el tema en instancias globales, regionales y espacios de incidencia de alto
perfil, principalmente, ante representantes del Grupo de Trabajo sobre la
cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y
otras empresas en Ginebra durante tres años desde 2017.

Este año la EIDH se presentó como un mecanismo de participación en-
focado en dos ámbitos fundamentales de las demandas de justicia de
las comunidades de los ríos Sonora y Bacanuchi: 1) la certeza de una
evaluación de sus derechos a partir de su propia recolección de datos; y
2) el fortalecimiento de la narrativa comunitaria de los CCRS frente a
una posible consulta pública impulsada por la Semarnat.7

PODER cuenta con experiencia en la herramienta de EIDH por el
proyecto minero en el municipio de Ixtacamaxtitlán, en el estado de
Puebla, donde acompañó el proceso de participación comunitaria
cuya edición cerró en febrero de 2017, pero concluyó hasta marzo de
2018.8 Para esta primera experiencia, los derechos evaluados por las
comunidades serranas fueron los de agua, medio ambiente sano y
salud. El caso del Río Sonora es mucho más complejo, dado que
representa un reto del tamaño de siete municipios y una población de
22 mil habitantes.



Después del fallo de la SCJN en 2018, el proceso de la EIDH comenzó
con la fase de capacitación y validación de instrumentos para implemen-
tar esta metodología. Dicho fallo instó a la autoridad ambiental mexicana
para que realizara un acto informativo en la comunidad de Bacanuchi
en mayo de 2019; el acto fue, finalmente, ejecutado hasta el 5 de julio
del mismo año. Por esta causa, entre mayo y julio de 2019, las activi-
dades de la EIDH se vieron retrasadas, dado que las comunidades
requirieron de otro tipo de capacitación para hacer frente a este nuevo
compromiso que involucraba su participación en la reunión pública de
información.

Entre mayo y septiembre de 2019, las y los miembros del Equipo
Técnico de Implementación trabajaron de forma permanente en la
aplicación de los cuestionarios de la EIDH en las comunidades del río. El
tamaño de muestra es de 378 cuestionarios, los cuales serán presenta-
dos en el informe final.

Derivado de la reunión de julio, la autoridad decidió abrir nuevas mesas
de diálogo y de información con todas las comunidades río abajo para
los meses siguientes. A principios de agosto las comunidades se con-
centraron en las actividades de conmemoración del quinto aniversario
del derrame, acciones que incluyeron un acto político frente a la SCJN el
lunes 5 de agosto en la Ciudad de México, la pega de carteles en las
comunidades ribereñas, y una marcha convocada por organizaciones
y colectivos que querían mostrar su solidaridad con los Comités de
Cuenca y su reclamo por justicia a cinco años del derrame.

El 6 de septiembre, la Semarnat reabrió el proceso de diálogo al que se
había comprometido en julio, y convocó a una reunión preparativa en



la comunidad de Bacanuchi, en donde se anunciaron diez mesas de
diálogo distribuidas a lo largo del río. Se determinaron posibles puntos
de reunión, fechas tentativas (segunda quincena de septiembre) y
contactos clave para ayudar con la logística de dichas mesas. Tras un
apretado contexto y la cercanía de las fechas, las autoridades deci-
dieron posponerlas y programarlas para un mes después.

Con la logística de las mesas ya incorporada y los trabajos organizativos
un poco más relajados, fue que el equipo de implementación decidió
avanzar a la fase de muestreo y análisis de laboratorio sobre suelos,
vegetación, agua y salud. Es importante mencionar que muchos de los
recursos destinados al proceso de la EIDH han tenido que ser canaliza-
dos a los compromisos derivados de las mesas con las autoridades,
razón por la cual se han tenido que recortar algunas actividades e insu-
mos que se tenían destinados al plan de trabajo original.



A raíz del derrame de lixiviados de cobre de 2014, PODER, junto con
habitantes de las comunidades del Río Sonora iniciamos una serie de
actividades para visibilizar y documentar las afectaciones ocasionadas
por dicho desastre ambiental. Entre las principales actividades que se
han desarrollado están las asesorías legales, entrevistas de campo,
visitas a foros internacionales, capacitaciones, conferencias de prensa,
comunicados, asambleas informativas, asambleas deliberativas y ges-
tiones de tipo administrativo, jurídico y económico para darle continui-
dad a las exigencias de las y los afectados por una reparación del daño
y garantías de no repetición.

Como parte de estas actividades y como consecuencia del fallo de la
SCJN de 2018 contra los planes de expansión de la minera, se dio
paso a la estrategia conjunta de investigación, capacitación, inciden-
cia y participación conocida como Evaluación de Impacto en Dere-
chos Humanos.

De acuerdo con el especialista en derechos humanos Alejandro González
et al., una EIDH es “un proceso para identificar, medir y/o prevenir los
impactos en derechos humanos, reales o potenciales, provocados por
un determinado proyecto de inversión o actividad empresarial, o bien
derivados de políticas, leyes, programas o intervenciones.”9

Tal como se evidenció en el trabajo de la Sierra Norte de Puebla, esta
herramienta puede fortalecer el trabajo comunitario de los CCRS e im-
pulsar una narrativa que exija el respeto de los derechos de las y los
afectados por las actividades de la cuarta minera de cobre más grande
del mundo.



Además, esta herramienta brinda una gran oportunidad para incidir en
el ámbito internacional, pues logra trascender las narrativas locales
para articularse con espacios y mecanismos internacionales como son
los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos,10 en par-
ticular el Principio 18, que desglosa la necesidad de identificar y evaluar
las consecuencias negativas reales o potenciales sobre los derechos
humanos, en las que puedan verse implicadas, ya sea a través de sus
propias actividades o como resultado de sus relaciones comerciales.
Estos principios deben implementarse tanto por los Estados como por
instituciones financieras y empresas.



Dado que partimos de la premisa de que la participación real, efectiva y
libre de las comunidades de los ríos Sonora y Bacanuchi se basa en el
acceso de las y los ciudadanos a toda la información relevante sobre
el proyecto de explotación minera de Buenavista del Cobre y sus im-
pactos en los derechos humanos de la población; nuestra metodología
de trabajo es la siguiente:

Las etapas esenciales de una EIDH son ocho: a) selección; b) delimita-
ción; c) recopilación de evidencia; d) consulta; e) análisis; f) redacción
del reporte final; g) publicación y h) seguimiento y revisión.11 Sin em-
bargo, y con base en la experiencia previa de PODER (2013-2017) de la
EIDH en la Sierra Norte de Puebla, se incorporó la etapa de i) incidencia,
la cual concluyó en diciembre de 2017. 12

Los elementos que toda EIDH debe tener, son:

- Una base fundamentada en el análisis del marco normativo de
derechos humanos.

- Desarrollo de procesos efectivos de participación directa de las
partes interesadas.

- Respeto a la igualdad con énfasis en la no-discriminación.
- Buscar la transparencia y rendición de cuentas de los sectores

empresarial y gubernamental.
- Tener un enfoque intersectorial13 e interseccional.
- Asumir un enfoque de género y formación de formadorxs

como premisas de participación a corto, mediano y largo plazo.

Sobre el análisis del marco normativo, se plantea un primer capítulo
jurídico sobre el marco normativo de los cuatro derechos pilares de
esta investigación: agua, medio ambiente sano, salud y participación.



De igual forma, se ha solicitado a las y los especialistas invitadxs a que
determinen las leyes o reglamentos que servirán de parámetro para es-
tablecer una línea base de su análisis y, por último, que emitan recomen-
daciones de políticas públicas para garantizar el disfrute efectivo de estos
derechos desde el punto de vista de las comunidades afectadas.14

Para construir un marco de participación directa de las comunidades so-
bre el proceso de evaluación, se han ocupado diferentes metodologías
que incluyen educación popular15 con perspectiva de formación de for-
madores;16 comunicación popular;17 mapeo colectivo;18 construcción
de consensos; métodos pacíficos-constructivos de resolución de con-
flictos;19 e investigación-acción participativa.20

En ambos casos, el de Puebla y el de Sonora, se organizaron Equipos
Técnicos de Implementación [ETI] conformados por habitantes de las
comunidades, con una doble función: vocería y validación de las dife-
rentes etapas y actividades del proceso de EIDH. Esta figura intermedia
entre la intervención directa de las y los especialistas y la asamblea ge-
neral de habitantes, ha ayudado a agilizar aspectos metodológicos y
técnicos de los distintos requerimientos del proceso mismo de EIDH
frente a las comunidades.

Para trabajar la igualdad, se promovieron espacios de participación donde
se plantearon evaluaciones sobre la calidad de la participación de los prin-
cipales sectores poblacionales clasificados por sexo, edad y ocupación.

Para la transparencia y rendición de cuentas empresarial se han promo-
vido solicitudes de acceso a la información, recomendaciones de go-
bierno corporativo y análisis de cumplimiento de las compañías mine-
ras con respecto al marco normativo.

En cuanto al enfoque intersectorial e interseccional, se planteó un ejerci-
cio de desglose de afectaciones directas e indirectas, teniendo como
base los cuatro derechos proyectados y los dos enfoques transversales
establecidos en los OT1 y OT2 (ver cuadro de objetivos).



Para incorporar la perspectiva de género como eje transversal, se rea-
lizó: 1) un ejercicio de diagnóstico que nos permitió generar informa-
ción básica desagregada por género como una variable permanente;
a partir de ello se conformará 2) una lista de necesidades prácticas y
estratégicas relacionadas con las condiciones de vida de las y los
participantes; para después 3) identificar obstáculos y capacidades
para incrementar la participación de las mujeres. Por último, 4) se
impulsará un plan de trabajo para consolidar actividades en torno a
este ejercicio diagnóstico. Cabe mencionar que este proceso tiene
como objetivo básico visibilizar los principales obstáculos que res-
tringen los derechos de las mujeres en las comunidades ribereñas.
Las acciones derivadas de este ejercicio tendrán que ser trazadas a
corto, mediano y largo plazo.

Con respecto a las organizaciones especializadas en los derechos
a evaluar, se les solicitó que se integren a la dinámica de la EIDH
cumpliendo con cuatro actividades principales:

1) Trazar una metodología de trabajo clara y con enfoque participa-
tivo con el fin de que las y los miembros del ETI aprendan y
repliquen tanto el levantamiento de datos como los muestreos.

2) Contribuir con el registro y análisis del proceso pedagógico llevado a
cabo durante las jornadas de muestreo y levantamiento de datos.

3) Establecer un espacio comunitario de exposición y retroalimen-
tación de los resultados derivados del proceso de registro y evalua-
ción de los derechos trabajados junto con el ETI.

4) Conformar un documento final de exposición y análisis de resulta-
dos que permita determinar la línea base de los derechos trabaja-
dos y un conjunto de recomendaciones y conclusiones dirigidas a
los diferentes actores del proceso de evaluación.





Como se mencionó antes, el proceso de implementación de la EIDH se
divide en ocho etapas, desde la selección de los derechos hasta la
publicación del Informe. Por cuestiones logísticas y contextuales, mo-
dificamos las etapas de este proceso para agilizar las actividades y
optimizar los recursos disponibles. A continuación se describe la recon-
figuración de las etapas, así como su grado de avance.

1. SENSIBILIZACIÓN. Entre los meses de mayo y julio de 2019 se realiza-
ron tres talleres introductorios sobre género, medio ambiente y dere-
chos humanos. El objetivo de estas sesiones fue familiarizar a las comu-
nidades con la metodología y los temas de trabajo y conocer el mosaico
de derechos que después sirvieron para la etapa de Selección. Al final del
último taller, las comunidades definieron su voluntad de trabajar tres
derechos en la EIDH: derecho a un medio ambiente sano, derecho a la
salud y derecho al agua. Sin embargo, dada la coyuntura, las comunida-
des decidieron incorporar, en octubre, el derecho a la participación.

Como se aprecia en el gráfico de sensibilización, en esta etapa el taller
con más asistencia fue el de Derechos Humanos, en julio, con 77 par-
ticipantes. El de menor concurrencia fue el que abordó los derechos de
las mujeres. La intención del primer taller es que sólo fuera dirigido a
mujeres de las comunidades del Río y por ello no participaron varones.
En las dos primeras sesiones hubo mayor asistencia de mujeres.

De las dos primeras capacitaciones surgieron declaratorias, la primera
acerca de la inclusión de las mujeres en los procesos comunitarios de
los ríos Sonora y Bacanuchi (ver Anexo 1). La segunda declaratoria se
enfocó en los derechos comunitarios sobre los recursos naturales y a
un medio ambiente sano como condición fundamental de la lucha de
los Comités de Cuenca del Río Sonora.



2. CAPACITACIÓN. Entre los meses de octubre de 2018 y mayo de
2019 se realizaron seis sesiones mensuales con diferentes temáticas y
actividades, cuyos objetivos fueron fortalecer el proceso comunitario,
dotarlo de herramientas para la toma de decisiones colectivas y deli-
mitar la metodología de esta EIDH en específico, plasmada en un Plan
de Trabajo.

Lo que se aprecia en el gráfico de capacitación (pág 18) son los temas
que se trabajaron:

- Participación y Consensos
- Metodología de la EIDH
- Plan de Trabajo
- Equipo Técnico de Implementación (cerrado)
- Medio Ambiente, Autoconsulta y Mapeo Comunitario
- Equipo de Comunicación (cerrado)

Los talleres con mayor asistencia fueron Participación y Consensos,
Metodología y Plan de trabajo de la EIDH. Los talleres para los equipos
Técnico y de Comunicación tuvieron una convocatoria cerrada, dado
que se enfocaron en aspectos técnicos para fortalecer el perfil de
dichos equipos. A partir de diciembre, quienes han asistido mayorita-
riamente son mujeres de la comunidad.

En la sesión de diciembre se conformó el Equipo Técnico de Imple-
mentación con cinco subcomisiones encargadas de los siguientes ejes
temáticos: Agua y Medio Ambiente; Salud; Participación; Mujeres y
Jóvenes; y Cultura. Más allá de desarrollar una agenda propia, las comi-
siones fueron equipos temáticos que apoyaron la supervisión y vali-
dación de los instrumentos o insumos del proceso de EIDH.

En la sesión de enero se revisaron y validaron los objetivos, la
metodología y el plan de trabajo de la EIDH. En la sesión de marzo se
validó el cuestionario que se aplicó a partir del mes de mayo (véase
fase de autoconsulta).



A lo largo de algunas sesiones se repartieron cuestionarios para evaluar
diferentes rubros que nos ayudaron a registrar y mejorar el trabajo.

Los aspectos a evaluar en cada sesión fueron: logística, facilitación y
autoevaluación de su participación. Se determinaron cinco rubros,
cada uno con cinco posibles calificaciones, donde 5 fue la puntuación
más alta y 1 la más baja. El tiempo de llenado de cada cuestionario
fue menor a tres minutos. El cuestionario y sus resultados se mues-
tran en el gráfico de la pág. 18.

Para un universo muestra de 60 encuestas repartidas a lo largo de las
sesiones 1, 2, 3 y 5; los resultados fueron los siguientes:

• Logística. La mejor puntuación para este rubro fue para las condi-
ciones de espacio con 93.75% de calificación 5. Le siguen, en orden
descendente, convocatoria, alimentos, transporte y tiempo. Con res-
pecto al transporte, un alto porcentaje de NC (No contestó) se debe
a que en algunos casos, la gente sólo tenía que caminar para llegar al
taller. En otros casos, PODER apoyó con los traslados. Una califica-
ción de 3 a la evaluación de la convocatoria, nos indica que hay as-
pectos a mejorar.

• Facilitación. En este rubro se buscó evaluar aspectos técnicos sobre
la impartición de los temas, la organización del tiempo y el manejo de
materiales de apoyo y su pertinencia para el proceso pedagógico. Los
indicadores con mejor puntuación fueron organización, claridad y ma-
teriales utilizados. La puntualidad y la inclusión son aspectos a mejorar.

• Autoevaluación (participación individual). Las y los asistentes evalua-
ron su propia participación durante los talleres; las puntuaciones más
altas fueron para la adquisición de nuevos conocimientos y habilidades,
al igual que un alto grado de motivación. Los indicadores para sus
expectativas y la propia puntualidad son asuntos a mejorar en las
siguientes sesiones.





3. AUTOCONSULTA. Una vez validado el cuestionario en el mes de
marzo, se integraron las últimas observaciones para la versión final que
fue aplicada a lo largo de los siete municipios de la cuenca entre los
meses de mayo y agosto. El cuestionario cuenta con cinco baterías de
preguntas relacionadas con los cuatro derechos a evaluar y un breve
apartado con una pregunta sobre la economía local y el consumo de
alimentos producidos en el río. El tamaño de muestra para un aproxi-
mado de 22 mil habitantes se calculó en 378 cuestionarios, los cuales
fueron aplicados por las y los habitantes de la cuenca entre sus vecinos
y vecinas. La distribución geográfica se muestra a continuación:

Como parte de la metodología, el organizador comunitario capacitó a
21 miembros del Equipo Técnico de Implementación. En dichas se-
siones se entregaron cuestionarios y una guía de aplicación para que
otras y otros integrantes de las comunidades también pudieran partici-
par en el ejercicio de autoconsulta.

El resultado hasta este momento es de 327 cuestionarios aplicados
(86.5% de progreso). En este ejercicio, 50.46% de la participación co-
rresponde a mujeres, 46.48% a hombres, y 0.61% contestó en la
categoría “otro”. El promedio de edad osciló alrededor de 49 años.
Las ocupaciones más frecuentes fueron: Trabajo doméstico (31%);
Agricultura (24%); Empleadx (9%); Comercio (8%) y Ganadería (6%),
entre otros.

Sobre los valores para el tema del Derecho al Agua, las comunidades
indican que 51.7% del agua que utilizan es para producción agrícola y
ganadera. Y, pese a que 71% de la población señala tener agua sufi-
ciente para uso doméstico, 57% de las personas encuestadas
declararon que el agua ya no es suficiente para las actividades del
campo. En cuanto a la calidad del agua, 60% de la población indicó que
ésta era aceptable, frente a 40% que señaló que ciertas características
como el color (7%) o el sabor (6%) eran inaceptables.



Siguiendo con los datos recabados, 65% de las encuestas indican que la
distancia promedio hasta la toma de agua más cercana es de un poco
menos de un kilómetro; y 23% tiene que recorrer distancias mayores.
Asimismo, 88% de la población declaró comprar agua de garrafón.
Cabe decir que si bien en un contexto urbano pareciera totalmente
normal, en esta zona hasta antes del derrame, la gente no compraba
agua de garrafón.

Según estas encuestas, una familia consume en promedio alrededor de
54 garrafones al mes en época de verano. El 71% de las personas
señalaron que usan el agua de garrafón para la ingesta (cocinar y be-
ber). Y 88% de las respuestas indicaron inconformidad en pagar por el
agua que consumen.

Cuando se preguntó a lxs habitantes de las comunidades si habían
sufrido alguna molestia o enfermedad por causa del agua, 57% indicó
que sí; mientras que 42% contestó negativamente.

En general, podemos apreciar que existe gran preocupación por la con-
taminación que ocurrió con el derrame de 2014 (35%); mientras que
44% de las personas creen que desde entonces sigue contaminada el
agua. Sin embargo, 84% asegura que la minería afectó y sigue
afectando la calidad del agua, tanto superficial como subterránea, de la
cual dependen (67%).

Con respecto a la pregunta de si se había recibido información sobre
los posibles impactos de la minería antes del derrame, 87% contestó
que no, y sólo 7% refirió que se le proporcionó algo de información.

Sobre el Derecho a la Salud, la mayoría (44%), indicó que su estado es
regular; 33% lo señala como bueno y 11% como malo. La mitad de la
población considera que su salud cambió a partir del derrame de 2014.
Las principales afectaciones identificadas fueron enfermedades en la piel
(35.79%); cáncer (9%); metales en la sangre (4.5%); afecciones varias
(11%) y 19% señaló que no padeció ni ha conocido a nadie que haya



padecido algún tipo de enfermedad asociada con el derrame. Cuando se
preguntó si estas enfermedades eran nuevas, 52% de las y los encues-
tadxs, contestaron afirmativamente mientras que 15% contestó que ya
existían, al igual que la contaminación del río y 10% dijo que aunque
ya existían, se incrementaron los casos a partir del derrame de 2014.

Cabe mencionar que el acceso a servicios de salud en la cuenca del Río
Sonora es complicado, ya que para 37% de la población entrevistada, el
centro de salud más cercano se encuentra a más de 100 kilómetros;
16.5% tiene que recorrer una distancia de entre 50 y 100 km, mientras
que 27% cuenta con este servicio a menos de 20 km.

Sobre temas de salud psicológica, la encuesta indica que, mientras 32% de
la población no asocia cambios a su estado de ánimo a partir del
derrame de 2014, alrededor de 59% identifica trastornos del sueño,
del apetito y de las dinámicas de recreación que giraban en torno a su
interacción con el río.

Por su parte, 88% contestó no haber recibido atención de la Unidad de
Vigilancia Epidemiológica (UVEAS), mientras que sólo 7% contestó posi-
tivamente al respecto. El 94% de las personas manifestaron su deseo
de que se le hagan estudios generales (46%) y toxicológicos (36%).

En lo que respecta al Derecho al Medio Ambiente sano, encontramos
que 72% de la comunidad depende de recursos naturales para su sus-
tento. En ella, las principales actividades son: agricultura y ganadería
(58.%); agua (13%); comercio (2%); y otros (27%).

Sobre la interacción con la minería, 64% de las personas coinciden en
que afecta al medio ambiente y 22% cree que no afecta. En cuanto a las
acciones de prevención por parte de la empresa para evitar afecta-
ciones al medio ambiente, 80% indica que no sabe de una sola medida;
mientras que 3% menciona alguna acción tomada.

Sobre medidas comunitarias para prevenir nuevas afectaciones, 21%
dijo que detendría la minería en la región; 20% manifestó que limitaría



el acceso al río para evitar el contacto con él; 10% propuso limpiarlo;
mientras que 23% declaró desconocer los medios.

En cuanto a los impactos asociados a la contaminación de los recursos,
la población identifica principalmente los relacionados con su alimenta-
ción (33.5%); económicos (30%); recreativos (12.5%) y de salud (12.5%).

En torno al Derecho a la Participación, 82% manifestó no haber tenido
acceso a información confiable y oportuna sobre la minería. Lo que se
sabe de ella fue transmitido tanto por sus vecinas y vecinos (45%) y
medios de comunicación (28%). Una amplia mayoría (89%) de la gente
coincide en que nunca se ha tomado en cuenta su opinión para la toma
de decisiones sobre la minería en su territorio. Y 80% quiere participar
tanto con voz como con voto sobre estos temas. Aunado a ello, 77% de
las personas encuestadas indican que desconocen algún mecanismo
para exigir la responsabilidad de la empresa o de autoridades; mientras
que quienes sí conocen algún mecanismo, mencionan las demandas de
amparo (38%); la organización comunitaria (24%); los Derechos Humanos
(20%) y otros mecanismos (11%) como medios para hacer contrapeso al
avance de la minería en la región.

El 90% porciento de las y los encuestados manifestaron desconfiar del
desempeño de las autoridades para exigir que las empresas se respon-
sabilicen de las afectaciones que provocan. Este mismo porcentaje de
la población cree que la economía de la región fue duramente afectada
por el derrame de 2014. Un 80% considera que la cultura y varios compo-
nentes de la identidad de las y los habitantes de las comunidades de los
ríos también fueron seriamente dañados.

4. RECOPILACIÓN DE EVIDENCIA: A la fecha, seguimos realizando ac-
tividades de muestreo con el acompañamiento de las comunidades.
Bajo esta metodología, las consultorías convocan a las comunidades para
que se seleccionen los puntos y se capacite sobre las técnicas de
muestreo para permitir a las comunidades tener mejor registro y con-
trol de las actividades. Algunas muestras ya han sido enviadas a labora-
torios nacionales e internacionales y estamos a la espera de los análisis





para que las y los consultores puedan hacer el reporte correspondiente
que será integrado al informe final de la EIDH.

Cabe mencionar que los puntos de muestreo seleccionados han seguido
tres criterios: en primer lugar el cronológico, es decir que se busca que se
tomen muestras en puntos de donde ya existen resultados. En segundo
lugar, que sean puntos sugeridos por las propias comunidades, en
tanto que son ellas quienes lideran esta investigación y también tienen
particular interés en puntos donde se dan ciertos fenómenos sanitarios o
ambientales que son valiosos. Y el tercer criterio es el de la accesibilidad,
ya que algunos puntos se han secado o han cambiado de propiedad y,
simplemente su muestreo se vuelve difícil o inconveniente.

5. ANÁLISIS Y REDACCIÓN DE RESULTADOS. Para esta fase posterior a
este documento se esperan los resultados de laboratorio y los reportes de
las consultorías para poder integrar un informe final de la EIDH. Se espera
llevar a cabo este proceso en menos de cuatro semanas, después de las
cuales se imprimirá un borrador que será socializado con las comunidades
para tener retroalimentación y preparar la etapa de impresión final.

6. EDICIÓN E IMPRESIÓN DEL INFORME. Para esta etapa de la EIDH,
tomaremos un par de semanas para realizar las actividades de diseño,
corrección y formación de la maqueta para impresión. Como se hizo en
la EIDH de la Sierra Norte de Puebla, intentaremos trabajar al 100% con
herramientas de software libre.

7. DEVOLUCIÓN ANTE COMUNIDADES. Esta actividad es fundamental
para que las comunidades se apropien de los resultados de la EIDH.
Aquí se planean diferentes talleres a lo largo del río, donde podamos
distribuir la versión final de la EIDH y detonar algunas conversaciones
sobre la etapa de seguimiento.

8. SEGUIMIENTO. Para esta etapa, las comunidades pueden decidir llevar a
cabo labores de incidencia regional, nacional o internacional. Pueden or-
ganizar actividades de difusión o de discusión de su EIDH con otros
sectores sociales o pueden decidir dar continuidad a la medición. Esto
va a depender de lo que vaya saliendo en las asambleas comunitarias.



Grupo México es un conjunto de empresas dedicadas a diferentes tipos
de negocios: minería, transporte e infraestructura, perforación terrestre
y marina, arrendamiento y operación de plataformas petroleras, proyec-
tos energéticos, constructoras, bienes raíces, logística y entretenimiento.

En la presente investigación nos enfocaremos en su rama minera, en-
cabezada por su principal subsidiaria: Americas Mining Corporation,
la cual controla (88.9%) a Southern Copper Corporation, una de las ma-
yores productoras de cobre a nivel mundial que cotiza en las bolsas de
valores de Nueva York y Lima desde 1996.21 Las actividades en Perú
son conducidas por Southern Copper Perú y las actividades de explota-
ción en México son operadas por su subsidiaria, Minera México, S.A. de
C.V., la cual a su vez controla a Operadora de Minas e Instalaciones
Mineras, S.A. de C.V. (OMIMSA), responsable de operar la unidad lla-
mada Buenavista del Cobre, S.A. de C.V.22 El presidente ejecutivo y
presidente del Consejo de administración es Germán Larrea Mota Ve-
lasco quien es el beneficiario final en la larga cadena de toma de deci-
siones y flujo económico de este emporio comercial. 23

Se calcula que la división minera de Grupo México cuenta con la mayor
reserva mundial de cobre, la cual asciende a 69.7 millones de toneladas
como conglomerado de sus proyectos en Perú, México y España.24 Sus
ventas netas en 2018 fueron de 7100 millones de dólares (442.2 millones
más que el año anterior).25 De esta cifra, declara que 28.4% corresponde
a sus cinco principales compradores.26 En la página 155 del mismo re-
porte, la empresa declara que invierte 65% de su dinero en efectivo en
fondos financieros en Estados Unidos y 29% en Suiza.27 Esto quiere decir
que su división minera arroja los mayores ingresos económicos para
todo el consorcio y que 94% de sus ganancias en efectivo son canalizadas



a nuevas inversiones en instituciones financieras, principalmente en
mercados de valores de Estados Unidos y Suiza, donde pueden pagar
muy pocos impuestos y los riesgos de inversión son bajos. Esto echa
abajo el discurso de que las ganancias de la minería sirven para retri-
buirle al país por los recursos explotados y contribuir al desarrollo.

De acuerdo con su Informe Anual 2018, la empresa contabiliza que la
unidad Buenavista del Cobre posee un total de 93,706 hectáreas,
aproximadamente 17.5% del total de la superficie concesionada en
todo el país.28 El 80% de sus ingresos proviene de la venta de cobre, el
cual es comprado principalmente por clientes nacionales pero también
se exporta a Estados Unidos, Singapur y Europa.29



Como consecuencia de un plan de expansión cuya inversión fue de 3.5
billones de dólares,30 Buenavista produjo cerca de 281,500 toneladas de
cobre en 2018;31 casi 60% de la capacidad esperada (500 mil toneladas).
Se ha calculado el valor de toda la mina en 3,430.5 millones de dólares,
un poco más de un tercio (36.4%) de lo que vale Southern Copper Corpo-
ration,32 y alrededor del triple del valor del PIB nacional en un año.33

Tras el derrame de lixiviados de cobre a los ríos Sonora y Bacanuchi, la
autoridad ambiental determinó que Buenavista del Cobre y OMIMSA
debían pagar una multa de 2 mil millones de pesos que conformarían un
fideicomiso para financiar las actividades de resarcimiento y reparación
de los daños ocasionados por este desastre ambiental.34 El monto de
esta multa equivale a casi el 3% del total valor de la mina y menos del 1%
de lo que todo el Grupo tuvo como ingreso en el mismo año 2014. 35

En las páginas 18 y 19 de su Informe Anual 2018 reconocen el desas-
tre de agosto de 2014, y declaran que la empresa pagó una multa de
126.2 millones de dólares en 2017.36 Además, señalan que no pueden
asegurar que otro accidente ocasionado por su programa de desarrollo
de proyecto no vuelva a ocurrir en el futuro y cause un daño ambiental
o un daño que provoque daños o pérdidas humanas. 37



DERECHO AL MEDIO AMBIENTE SANO

Reconocido en nuestra Constitución en el quinto párrafo del artículo
4o. como un derecho garantizado por el Estado; el Derecho al medio
ambiente sano se asocia con el desarrollo y el bienestar de toda perso-
na y, por tanto, cualquier daño o deterioro del medio ambiente gene-
rará responsabilidad para quien lo provoque.38 Este derecho también
se encuentra a nivel regional en el artículo 11o. del Protocolo de San
Salvador, el cual establece su universalidad y las obligaciones de pro-
tección, preservación y mejoramiento para los Estados parte.39

Como ámbito de este derecho, el trabajo de la EIDH requiere de in-
formación básica sobre la cuenca de los ríos Sonora y Bacanuchi tal
como: cuerpos de agua, flora, fauna, áreas de labranza, especies culti-
vadas, fertilizantes utilizados, erosión, tipo de actividades agropecua-
rias, entre otros, para establecer y delimitar los principales factores
asociados a los resultados del laboratorio sobre metales pesados en el
suelo y las especies.

El análisis de los impactos asociados y potenciales riesgos de la nueva
presa de jales de Grupo México, instalada a 30 kilómetros de la co-
munidad de Bacanuchi, parte de los acuerdos derivados de la cum-
bre de Berlín, conocidos como “las Guías de Berlín”, las cuales es-
tablecen los vínculos entre ecología, condiciones socioculturales,
salud y seguridad humana (Principio 2). De igual forma establecen
que se deben asegurar las condiciones necesarias para la partici-
pación y el diálogo con las comunidades afectadas en todas las fases
de los proyectos mineros.40

Es bien sabido que la generación de contaminantes por actividades
mineras en el ambiente tiene como principales vectores los suelos,



el aire, el agua y la biota. Por sus características de permeabilidad y
biodegradación, se decidió tomar muestras de suelo en 10 dife-
rentes puntos de la cuenca del río para poder determinar una línea
base sobre la calidad de dicho sustrato y su impacto en el entorno.

Dicho muestreo se realizó en septiembre de 2019 en terrenos de uso
agrícola y ganadero. Mediante un dispositivo tipo “barreno” de acero
inoxidable, se tomaron ocho muestras de suelo con profundidad de 30
centímetros y dos muestras de cultivos. Las muestras fueron analizadas
mediante la técnica conocida como Espectrometría de Masas con
Plasma Acoplado Inductivamente (Espect ICP-MS) y por la técnica lla-
mada Espectrometría de Emisión Óptica de Plasma Acoplado Inductiva-
mente (Espect-ICP-OES).

Los primeros hallazgos de este ejercicio indican que todos los niveles
de presencia de metales pesados en el sustrato se encuentran por de-
bajo de la NOM-147-SEMARNAT-SSA1-2004. Sin embargo, tampoco
existe algún punto libre de presencia de metales pesados. Las pobla-
ciones con mayores niveles de Cobre fueron Bacanuchi, Huépac y Ures.
Por otro lado, es preciso revisar las Normas Oficiales Mexicanas frente
a otros estándares internacionales sobre los niveles permitidos para
presencia de metales pesados en suelos.



DERECHO AL AGUA

Al igual que el derecho al medio ambiente sano, el derecho al agua se
encuentra reconocido en el artículo 4o. constitucional, cuyo párrafo
sexto indica que:

“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento
de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente,
salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho
y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y
uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo
la participación de la Federación, las entidades federativas y los
municipios, así como la participación de la ciudadanía para la
consecución de dichos fines”. 41

A nivel internacional el Comité DESCA en la observación general no. 15
del año 2000, deduce este derecho de la lectura de los artículos 11 y 12
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(PIDESC) y lo define como:

“[El] derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre,
aceptable, accesible y asequible para uso personal y doméstico”
(numeral 12).42

Además del PIDESC de 1966, encontramos otros instrumentos como el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966; en la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de
Costa Rica) de 1969; en el Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) de 1988. Todos estos
instrumentos son vinculantes y se añadiría uno más a esta lista: el
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América
Latina y el Caribe conocido como Acuerdo de Escazú, cuya ratificación
está pendiente por parte el gobierno mexicano.



Para efectos de este trabajo, consideraremos muy útil la Resolución
A/HRC/RES/18/1 del Consejo de Derechos Humanos sobre el Derecho
Humano al Agua Potable y el saneamiento, en donde se le vincula al

“derecho a un nivel de vida adecuado y está indisolublemente
asociado al derecho al más alto nivel de posible salud física y
mental, así como al derecho a la vida y la dignidad humana”. 43

La línea base también se enfocará en análisis de metales pesados en
diferentes cuerpos de agua de la cuenca. Se realizará un mapeo de los
mismos y para el análisis se espera que se determinen los elementos
contaminantes asociados a la actividad minera. Es posible que se en-
cuentren fenómenos como drenaje ácido de roca como en otros casos
en México. Al mismo tiempo, se prevé determinar tanto la calidad como
el acceso a este recurso natural para establecer indicadores de medi-
ción sobre el derecho humano al agua.

DERECHO A LA SALUD

También contemplado en el artículo 4o. constitucional, en el párrafo
cuarto se señala la protección de la salud y el acceso a servicios para
su atención como parte de las obligaciones del Estado mexicano.44 De
igual forma, el derecho a la Salud es reconocido en el artículo 12o. del
PIDESC y el artículo 10o. del Protocolo de San Salvador los cuales tam-
bién estipulan la salud física, mental y social como derechos univer-
sales; entender la salud como un bien público; y la adecuada preven-
ción, atención y tratamiento de cualquier enfermedad endémica, pro-
fesional o de otra índole.45

En cuanto a este derecho, la línea base a desarrollar será un diagnós-
tico compuesto de indicadores básicos de salud (temperatura, signos
vitales, malestares) de un universo de muestra de 120 habitantes. Parte
de este diagnóstico también comprende un componente psicosocial



para identificar otros impactos derivados del derrame, además de
enfocarse en los riesgos potenciales de la actividad minera en la
zona. De ahí, se complementará el estudio con un análisis de cabello
tratando de identificar presencia de metales pesados en las y los
habitantes de la cuenca.

DERECHO A LA PARTICIPACIÓN

A diferencia de los derechos anteriores, el derecho a la participación no
es explícito en ningún artículo de la Constitución mexicana. Sin em-
bargo, lo podemos identificar en los artículos 25o., 26o. y 35o, los cuales
se refieren a la planeación del desarrollo económico nacional, sus
mecanismos de planeación y evaluación, y otros derechos civiles como
el voto, consultas, derechos de petición, etc.46 Por lo que respecta a
otros instrumentos internacionales, lo encontramos en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 25o.); en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos (art. 23o.); y en el reciente
Acuerdo de Escazú (art. 7o.). Dichos instrumentos establecen la partici-
pación en asuntos públicos, en condiciones de igualdad, sin discrimi-
nación, abierta, en temas ambientales y de manera segura.47

Los indicadores para este rubro son temas de acceso a la información,
rendición de cuentas de las autoridades locales, estatales y munici-
pales; así como mecanismos de participación ciudadana a lo largo de la
cuenca. Sin duda, un referente de medición de la participación será lo
acontecido durante el derrame y la asignación de recursos del fideico-
miso. Sin embargo, la sentencia de la SCJN establece un precedente
importante sobre cómo debe ser el acceso a este derecho para muchas
comunidades que enfrentan megaproyectos en el país.



Desde que se originó la idea de realizar una EIDH en Sonora se presen-
taron grandes retos logísticos y metodológicos que representaban ta-
reas colosales, tales como articular la agenda y los intereses de cientos
de habitantes afectados por el peor desastre ambiental en México. Este
hecho no es cosa menor si tomamos en cuenta que, además del derra-
me y sus afectaciones a la salud, al ambiente, a la economía, a la pro-
ducción, al ocio, a la tranquilidad, entre otros; el contexto político y la
enorme suma de un fideicomiso millonario, hicieron mella en las diná-
micas locales y la confianza en cualquier iniciativa que reclamara justi-
cia para las y los habitantes del río.

Entre las principales anécdotas que se cuentan de la época, destacan el
paro continuo organizado por el sindicato minero, el cual sostuvo un
campamento que cancelaba una de las tomas de agua de la mina. O la
de una abogada que llegó a solicitar los títulos de propiedad de los eji-
dos como “estrategia de reparación”. Este tipo de acciones entorpecie-
ron y enrarecieron los procesos organizativos.

Es por eso que esta investigación tardó tanto en arrancar; se necesitaba
un núcleo de comunidades bien organizadas, con la suficiente claridad
de que esta investigación no ofrecía dinero, no iba a limpiar el río y no
iba a reactivar la economía, y sin embargo, les daba la oportunidad de
tener información de primera mano y la posibilidad de articular un dis-
curso propio sobre sus derechos y las diferentes responsabilidades que
tienen tanto la empresa como las autoridades en esta problemática
que representa la minería en el estado.

Además, la nula información sobre sus derechos humanos fundamen-
tales y los que han sido violentamente afectados a raíz del derrame,



fueron algunos de los temas a trabajar. Con metodologías como la edu-
cación popular, el mapeo colectivo y otras técnicas, se han ido fortale-
ciendo los métodos asamblearios horizontales y la toma de decisiones
por consenso, entre otros aspectos de la comunidad.

En cuanto a la perspectiva de género, este proceso ha sido igualmente
lento. Aún queda como pendiente identificar los impactos diferencia-
dos hacia las mujeres, para quienes ha sido más difícil adaptarse al
nuevo panorama, dado que tienen que buscar nuevas fuentes de
abastecimiento de agua y alimentos. Otras han padecido la carga extra
de las actividades productivas del hogar, ya sea por cuestiones de tra-
bajo agrícola o por cuestiones de salud. La base de mujeres que con-
forman los Comités de Cuenca ha sido crucial en eventos como las
reuniones públicas de información, para la promoción de las actividades,
para el análisis de contexto o para las vocerías que se han necesitado en
foros nacionales e internacionales como los de Naciones Unidas. Esta-
mos trabajando en afinar la mirada sobre esta participación para po-
tenciarla en los próximos años.

En este momento, las principales dificultades siguen siendo las dis-
tancias entre comunidades a lo largo de 250 kilómetros de río y la
distribución de los recursos disponibles, tanto humanos como materia-
les. Una vez que tengamos los resultados de los análisis de muestreos,
podremos avanzar sobre un análisis colectivo de los mismos con la fa-
cilitación de los y las especialistas.

Las siguientes etapas serán cruciales en cuanto a la apropiación de las
comunidades de toda esta información, y la definición de una estrate-
gia de incidencia comunitaria en la exigencia del respeto y garantía de
sus derechos tanto por parte de las autoridades como de las empresas.





Hasta ahora existe una gran expectativa y bastante motivación por
parte de las comunidades que han participado en este proceso. Si bien
ha llevado tiempo y trabajo incorporar poco a poco las dinámicas y las
actividades, es importante destacar que existe claridad sobre los resul-
tados esperados y los objetivos que se pretenden alcanzar con ello.

Es muy importante señalar que este trabajo depende, en todo momento,
de la participación informada de las y los habitantes del Río Sonora y
que, dichas actividades continúan gracias a su interés. Al final del pro-
ceso, este trabajo deberá servir para fortalecer los espacios comunita-
rios y los niveles de información de la población en la exigencia de sus
derechos fundamentales, de cara a las responsabilidades tanto de las
autoridades mexicanas como de la empresa. En este punto es impor-
tante recordar que una de las motivaciones de este ejercicio se basa en
la implementación de los Principios Rectores sobre Empresas y Dere-
chos Humanos de la ONU, los cuales establecen parámetros mínimos
de responsabilidad empresarial en todos sus niveles de mando y de
producción. En lo que corresponde a esta EIDH, apelamos a los Principios
17 a 22, los cuales desarrollan los conceptos sobre identificar, prevenir,
mitigar, responder y remediar las consecuencias e impactos negativos
de sus actividades en los derechos humanos de la población.48 El Estado
mexicano y las empresas involucradas, al no cumplir con su obligación
y su responsabilidad, respectivamente, orillan a las comunidades a rea-
lizar este tipo de procesos comunitarios para defender sus derechos,
implicando recursos, traslados, tiempo y procesos de acercamiento con
otros actores y personas tomadoras de decisiones.

Es por lo anterior que, tanto las observaciones como recomendaciones
derivadas de este estudio, se desarrollarán a partir de principios como



la debida diligencia con el fin de observar, prevenir, remediar y reparar
cualquiera de los hallazgos que resulten de este ejercicio implemen-
tado por las comunidades de la cuenca del Río Sonora.

Dependiendo de los resultados y de la efectividad de la estrategia
de incidencia y/o vinculación con otros actores, podríamos estar
hablando de una continuación en la investigación o en la amplia-
ción del tamaño de muestra de los derechos a evaluar. De igual forma
y a modo de efecto de bola de nieve, también estaríamos hablando
de un incremento en las capacidades de incidencia, de investigación
y de vinculación por parte de las comunidades a partir de la fase de
su publicación.

Dentro de los primeros hallazgos identificados por este proceso de
EIDH, se detectó la presencia de metales pesados en la biota y en dife-
rentes sustratos a lo largo de la cuenca. Si bien éstos no exceden las
Normas Oficiales correspondientes, una primera recomendación a las
autoridades ambientales y sanitarias será la revisión de estos paráme-
tros frente a los estándares internacionales.

Otros hallazgos preliminares se basan en la fase de autodiagnóstico de
las comunidades, las cuales, sin duda detectan un auge en las afec-
ciones a la salud que van desde enfermedades en la piel, malestares
gastrointestinales, hasta impactos en la salud emocional de las y los
habitantes. Como se ha visto, las acciones planteadas por el Fidei-
comiso, además de ser incorrectas, fueron nulas en cuanto a la vigilan-
cia de afectaciones. Ni siquiera podemos hablar de una adecuada o
pronta atención de estos problemas sanitarios. La recomendación gira-
rá en torno a un esquema expedito y eficiente para atender todos estos
casos sin cargar económicamente a la población.


















